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Daños y Perjuicios 
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Brau Ramírez, el Juez 

Bermúdez Torres y el Juez Sánchez Ramos 
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2016. 

Por las razones que se exponen en detalle a continuación, 

revocamos la determinación del TPI de desestimar una demanda de 

impericia contra un quiropráctico, pues la demandante puede 

válidamente intentar probar la negligencia del demandado, así 

como la relación causal de la misma con los daños sufridos, sobre 

la base de prueba pericial médica, sin que sea necesario, como 

erróneamente concluyó el tribunal apelado, contar con un perito 

en el campo de la quiropráctica. 

I. 

 La Sa. Nancy Burgos Carrión (la “Demandante”) presentó 

acción contra varios demandados, entre ellos, el Dr. Nelson R. 

Vélez (el “Quiropráctico”) y la Corporación del Fondo del Seguro del 

Estado (el “Fondo”).  Alegó que sufrió una caída en su lugar de 

trabajo, como consecuencia de lo cual experimentó dolor en la 

espalda.  Expuso que acudió al Fondo para recibir tratamiento y 

que el médico que la atendió, luego de varios incidentes, le indicó 
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que “lo último que iba a hacer por ella era referirla al quiropráctico 

para evaluación y terapias.”  Alega que, en la segunda de las 

terapias con el Quiropráctico, cuando éste “le dio el último 

estiramiento de la parte superior de la espalda sintió un dolor 

horrible”, como consecuencia de lo cual emitió un grito “fuerte”.   

Asevera que, ese día, el dolor se fue “intensificando”, al 

punto de que, más tarde, no podía ni levantarse.  Alegó que, al día 

siguiente, todavía sentía un “fuerte dolor”, el cual era “casi 

insoportable”, como consecuencia de lo cual a duras penas podía 

caminar.  Expuso que acudió al Fondo y los médicos decidieron 

suspender las terapias con el Quiropráctico.  Indica que, al 

presentar la demanda, su situación no se había corregido.  La 

Demandante alega que el Quiropráctico le brindó un diagnóstico y 

tratamiento inadecuado, causándole daño físico.  

La Demandante informó que estaría utilizando como perito 

de ocurrencia a un doctor en medicina (el “Perito Médico”), quien 

fue uno de los doctores que le brindó tratamiento (el Dr. Jorge L. 

Holguín Soto). 

El Quiropráctico y el Fondo solicitaron la desestimación de la 

demanda.  Alegaron que el Quiropráctico era “doctor en 

quiropráctico” y “no doctor en medicina, por lo que … el estándar 

que le aplica es el de los quiroprácticos, no de la medicina”.  

Argumentaron, así pues, que la Demandante tenía la obligación de 

probar cuáles son las “normas mínimas de conocimiento y cuidado 

quiropráctico aplicables”, así como que el Quiropráctico “incumplió 

con las normas de su profesión en el tratamiento” de la 

Demandante, causándole daños a ésta.  Argumentaron que el 

Perito Médico estaría impedido de declarar al respecto (sobre los 

“estándares de la profesión de la quiropráctica”), pues no es un 

quiropráctico. 
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El Tribunal de Primera Instancia (el “TPI”) emitió sentencia 

(la “Sentencia”) mediante la cual desestimó la acción de epígrafe.  

Adoptó la postura del Fondo y del Quiropráctico, razonando que la 

Demandante no podía prevalecer, pues carecía de un perito en 

quiropráctica.  Concluyó el TPI que el Perito Médico no “posee 

experiencia, adiestramiento o conocimiento técnico y especializado 

sobre la profesión de la quiropráctica” y que ello era fatal para la 

Demandante, pues “la utilización de un doctor de medicina … no 

es suficiente para probar un caso … en contra de un 

quiropráctico.” 

De dicha sentencia, notificada el 5 de junio de 2015, la 

Demandante presentó reconsideración el 18 de junio de 2015, la 

cual fue denegada mediante resolución notificada el 13 de julio de 

2015.  Oportunamente, el 11 de agosto de 2015, la Demandante 

presentó el recurso de referencia. 

II. 

Erró el TPI al concluir que la Demandante necesariamente 

tiene que contar con prueba pericial para probar sus alegaciones.  

Esto, por sí solo, requiere que revoquemos la Sentencia. 

Como regla general, no es necesario que un demandante 

cuente con prueba pericial para establecer con éxito una causa de 

acción bajo el artículo 1802 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

LPRA sec. 5141 (“Art. 1802”).  Las acciones bajo el Art. 1802 

proceden cuando se viola un “deber general de corrección en 

relación con los demás ciudadanos [que] es requisito indispensable 

para la convivencia social ordenada.”  Ocasio Juarbe v. Eastern Air 

Lines, 125 DPR 410, 418 (1990).  “La culpa o la negligencia … 

consiste en la omisión de aquella diligencia que exigía la 

naturaleza de la obligación y corresponde a las circunstancias de 

las personas, del tiempo y del lugar.” American Sec. Ins. v. Ocasio, 
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102 DPR 166, 170 (1974); López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 

151 (2006). 

En ciertos tipos de casos bajo el Art. 1802, como, por 

ejemplo, aquéllos contra doctores en medicina por alegada 

malapráctica, la prueba pericial, como regla general, es necesaria, 

mas “eso no tiene que ser siempre necesariamente así”.  Oliveros v. 

Abreu, 101 DPR 209, 229 (1973); Quiñones v. Duarte Mendoza, 112 

DPR 223, 225 (1982).  

Más aún, ni los demandados aquí, ni el TPI, citan autoridad 

vinculante, o persuasiva de nuestra jurisdicción, en apoyo de su 

premisa de que, al alegarse que un quiropráctico causó un daño, el 

demandante tiene que contar con prueba pericial.  La norma en 

nuestra jurisdicción es que no en todo caso en que estén 

involucrados asuntos de alguna complejidad técnica se requiere 

prueba pericial, incluso en el ámbito médico.  Oliveros, supra; 

Quiñones, supra.  Por ejemplo, cuando se alega negligencia en 

contra del personal no médico de un hospital (tal como personal de 

enfermería), generalmente no se requiere que el demandante 

cuente con un perito en enfermería, a pesar de que dicha profesión 

requiere de conocimientos altamente técnicos y complejos.   

En este caso, por ejemplo, la Demandante alega que, 

mientras el quiropráctico le realizaba un “estiramiento”, sintió un 

nuevo, intenso y profundo dolor, el cual no se disipó con el 

transcurrir del tiempo.  Esta alegación, de ser probada, mediante 

el testimonio de la Demandante y cualquier otra prueba pertinente, 

podría, en ausencia de otra prueba, ser suficiente para que el 

juzgador de hechos concluya que medió negligencia o culpa de 

parte del Quiropráctico, y que ésta causó daño a la Demandante.  

Adviértase que cualquier hecho puede ser probado, no solamente 

mediante prueba directa, sino mediante prueba circunstancial.  
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Regla 110(h) de las de Evidencia de 2009, 32 LPRA Ap. VI, R. 

110(h). 

Por supuesto, la determinación última sobre responsabilidad 

dependería de la totalidad de la prueba que reciba el juzgador de 

hechos.  Ante la reseñada prueba, el Quiropráctico bien podría 

presentar prueba de que su manipulación era apropiada dentro de 

las circunstancias, o de que dicha manipulación en realidad no 

causó el daño alegado, o de que la Demandante suplió su 

consentimiento informado al tratamiento brindado, sabiendo que 

había el riesgo de que su condición empeorara como resultado del 

mismo.  Ello pues, aun en la medicina tradicional, un tratamiento, 

aunque indicado y apropiado, puede conllevar riesgos y, además de 

no funcionar, provocar que el paciente se agrave. 

En fin, independientemente del mérito que pueda finalmente 

adjudicarse a la reclamación de la Demandante, lo cual dependerá 

de la evaluación que de toda la prueba haga el juzgador de hechos, 

la Demandante tenía derecho a tener su día en corte, ello aun si no 

contara con prueba pericial alguna. 

III. 

Aun partiendo de la premisa de que la Demandante tiene 

que contar con prueba pericial para probar sus reclamaciones, 

erró el TPI al desestimar, pues la Demandante sí anunció que 

contaría con dicho tipo de prueba. 

Contrario a lo concluido por el TPI, no era necesario que la 

Demandante contara con un perito en “quiropráctica”.  Los 

quiroprácticos pretenden cuidar de la salud, mientras que los 

doctores en medicina son, en general, los expertos que nuestra 

sociedad generalmente reconoce como la máxima autoridad en el 

campo de la salud humana.  Así pues, un doctor en medicina 

puede fungir como perito en cualquier caso en que se alegue que 
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una persona (médico o no) ha causado daños a la salud de alguien, 

mientras intentaba mejorar su condición de salud. 

Las Reglas 702 y 703 de las de Evidencia de 2009, 32 LPRA 

Ap. VI, R. 702 y 703, al igual que la anterior Regla 53 de las de 

Evidencia de 1979, adoptan una norma liberal sobre capacidad 

para declarar como perito.  Dye-Tex PR, Inc. v. Royal Ins., 150 DPR 

658, 663 (2000); San Lorenzo Trading v. Hernández, 114 DPR 704, 

710-11 (1983).  El requisito ha sido, y es, que la persona posea 

“especial conocimiento, destreza, experiencia, adiestramiento o 

instrucción”.  Regla 703(a), supra; Dye-Tex, supra, 150 DPR a la 

pág. 663; San Lorenzo Trading, supra, 114 DPR a la pág. 710.  No 

es necesario poseer una licencia o tener preparación académica 

formal.  Dye-Tex, supra, 150 DPR a la pág. 663. 

Un perito es una persona que, “a través de la educación o la 

experiencia, ha desarrollado un conocimiento o destreza ... de 

manera que puede formar una opinión que sirva de ayuda al 

juzgador.”  SLG Font Bardón v. Mini-Warehouse, 179 DPR 322, 338 

(2010).  El criterio principal es que el testimonio sea de “ayuda al 

juzgador para poder entender la prueba o determinar un hecho en 

controversia”.  SLG Font, supra, 179 DPR a la pág. 342.  La Regla 

702, supra, reafirma este criterio al establecer que un perito podrá 

emitir su opinión cuando su conocimiento sea “de ayuda para la 

juzgadora o el juzgador” para “poder entender la prueba o 

determinar un hecho en controversia”. 

No tenemos duda de que un doctor en medicina, por su 

preparación y experiencia, puede ser de ayuda al juzgador al 

determinar si un quiropráctico, o cualquier otro “profesional de la 

salud” incurrió en conducta inapropiada o negligente y si la misma 

causó daño a una persona.  

A igual conclusión llegó este Tribunal en un caso muy 

similar, cuyo razonamiento encontramos persuasivo.  Véase 
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González Figueroa v. Corp. del Fondo del Seguro del Estado, 

KLCE05-0997, res. el 29 de agosto de 2005 (Arbona Lago, J. 

Ponente), 2005 WL 2206202.  Al igual que en este caso, en 

González, supra, se alegó que un quiropráctico causó daños a una 

persona y ésta contrató a un doctor en medicina como perito.  Al 

igual que aquí, los demandados en González, supra, argumentaron 

que un doctor en medicina era insuficiente para ameritar la 

celebración de un juicio, pues era necesario contar con un perito 

en quiropráctica.  En esa ocasión, este Tribunal también rechazó 

dicho razonamiento, y concluyó que la demandante tenía derecho a 

intentar probar su caso mediante el testimonio pericial de un 

doctor en medicina.  

Los demandados aluden a que, en Puerto Rico, existe una 

ley sobre la profesión de la “quiropráctica”.  Ley 493 de 15 de mayo 

de 1952, 20 LPRA secs. 151 et seq.  En la misma se define la 

“quiropráctica” como la “ciencia del tratamiento del cuerpo 

humano mediante ajustes y manipulaciones encaminados a 

corregir desvíos y dislocaciones parciales de la columna vertebral 

que ejercen presión sobre los nervios, entorpeciendo la transmisión 

de energía vital del cerebro a los órganos, los tejidos y las células 

del cuerpo humano.”  20 LPRA sec. 151.  Se crea una “Junta 

Examinadora”, en la cual se delega la función de emitir licencias 

para el ejercicio de la “profesión de quiropráctico”.  20 LPRA secs. 

152-58. 

Contrario a lo argumentado por los demandados, la 

existencia de dicha ley en nada implica que es necesario que la 

Demandante cuente con un perito en quiropráctica para probar 

que el Quiropráctico fue negligente y le causó daños.  Adviértase 

que diversas otras profesiones, relacionadas directa o 

indirectamente con el cuidado de la salud o la manipulación física 

del cuerpo humano, también han recibido trato similar de nuestra 
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Asamblea Legislativa, por ejemplo: masajistas (20 LPRA sec. 171 et 

seq.), fisioterapistas (20 LPRA sec. 241 et seq.), tecnólogos médicos 

(20 LPRA sec. 261 et seq. & 2151 et seq.), farmacéuticos (20 LPRA 

sec. 431 et seq.), optómetras (20 LPRA sec. 544 et seq.), 

especialistas en belleza (20 LPRA sec. 551 et seq. & 2111 et seq.), 

barberos y estilistas (20 LPRA sec. 580 et seq.), técnicos dentales 

(20 LPRA sec. 2091 et seq.), nutricionistas y dietistas (20 LPRA sec. 

2181 et seq.), administradores de servicios de salud (20 LPRA sec. 

2351 et seq.), naturópatas (20 LPRA sec. 2451 et seq.), educadores 

en salud (20 LPRA sec. 2550 et seq.), podiatras (20 LPRA sec. 2851 

et seq.), técnicos de cuidado respiratorio (20 LPRA sec. 3401 et 

seq.), técnicos  de emergencias médicas (20 LPRA sec. 3451 et seq.) 

y tecnólogos en medicina nuclear (20 LPRA sec. 4001 et seq.).   

Ello no obstante, al estas profesiones estar supuestamente 

relacionadas con el cuidado directo o indirecto de la salud, cuando 

se reclama contra algún miembro de ellas, un doctor en medicina 

puede fungir como perito, pues son ellos los que se reconocen 

generalmente en nuestra sociedad como la autoridad máxima en 

salud humana.  En cualquiera de estos casos, el doctor en 

medicina está capacitado para explicar por qué el trato del 

profesional fue o no adecuado, o pudo haber causado daños 

físicos.  No es necesario que el doctor en medicina sea un experto 

en “masajes”, por ejemplo, para declarar sobre por qué un 

masajista podría haber causado daño a una persona con 

determinada manipulación física, ello independientemente de que 

los masajistas, al igual que los quiroprácticos, gocen de una 

legislación que les permite autorregularse y emitir licencias. 

No estamos de acuerdo tampoco con la premisa de los 

demandados, a los efectos de que es una defensa válida el que un 

quiropráctico haya seguido la práctica generalmente aceptada en 

su campo; mucho menos, que le cobije una presunción de 
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corrección en sus actuaciones.  En nuestra jurisdicción, no se ha 

establecido que esta profesión goce de dicho privilegio, el cual sí le 

aplica, por ejemplo, a los doctores en medicina.  Esta distinción 

obedece a que la medicina moderna es generalmente aceptada en 

nuestra sociedad como una disciplina con métodos científicos 

basados en evidencia.   

En ausencia de una demostración fundamentada de que el 

campo de la quiropráctica merezca el mismo trato, no estamos en 

posición de extenderle a dicha ocupación el beneficio de la doctrina 

elaborada judicialmente para la medicina.  Por tanto, no procedería 

concluir que, simplemente porque un quiropráctico siguió la 

práctica generalmente aceptada dentro de su profesión, no puede 

responder por negligencia o culpa, al menos sin antes demostrar 

que la “práctica generalmente aceptada” tiene validez científica. 

Tampoco podemos acceder a la solicitud de los demandados 

simplemente porque se haya legislado, para la quiropráctica, un 

sistema de licencias y auto-reglamentación por una Junta 

Examinadora compuesta por los mismos quiroprácticos.  

Adviértase que dicha legislación no pretende, de su faz, certificar o 

acreditar que se haya demostrado científicamente que los métodos 

de la quiropráctica sean efectivos.  Adviértase, también, que 

diversas profesiones cuya validez es impugnada fuertemente por la 

comunidad científica-médica también han recibido este mismo 

trato legislativo.  Véase por ejemplo, 20 LPRA 2451 et seq. 

(regulando la “naturopatía”). 

Los demandados plantean que procedía la desestimación 

decretada, pues el Perito Médico es un internista, sin especialidad 

en “huesos y/o tratamiento para la columna vertebral”.  No tienen 

razón.  La mayor o menor competencia del perito es pertinente 

solamente a los fines de apreciar el “valor probatorio” de lo que 

declare el perito.  Díaz v. Pneumatics, 169 DPR 273, 292-96 (2006); 
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Dye-Tex, supra, 150 DPR a las págs. 663-64 (énfasis en original).  

Entre los factores a considerar al sopesar el valor probatorio del 

testimonio pericial, están las “cualificaciones del perito” y la 

“solidez de las bases de su testimonio”, y si dicho testimonio “está 

basado en hechos o información suficiente”.  Dye-Tex, supra, 150 

DPR a la pág. 664; SLG Font, supra, 179 DPR a la pág. 344; Regla 

702, supra.  “La carencia de especialidad … afecta el peso de la 

prueba pericial pero no la cualificación”.  Dye-Tex, supra, 150 DPR 

a la pág. 664; Díaz, supra.  Por la misma razón, el hecho de que el 

Perito Médico sea internista, no distingue el presente caso de los 

hechos de Gonzalez, supra, donde el perito médico era 

neurocirujano;  en todo caso, se trata de una distinción que 

afectaría el valor probatorio que se le pueda adjudicar al Perito 

Médico.  Íd. 

Los demandados también argumentan que el testimonio del 

Perito Médico sería insuficiente, pues fue anunciado como perito 

“de ocurrencia” y, así, no podría dar opinión sobre la cuestión 

última a decidirse (si el Quiropráctico incurrió en culpa o 

negligencia, y si la misma causó daño a la Demandante).  No 

tienen razón.  El hecho de que el Perito Médico haya sido 

anunciado como “de ocurrencia” no tiene el alcance que los 

demandados le atribuyen.  Únicamente significa que dicho perito 

tuvo contacto con los hechos, al haber tratado a la Demandante, y 

que éste no tendría ciertos derechos, en lo que se refiere a 

honorarios.  San Lorenzo Trading, supra.   

No hay impedimento jurídico para que el Perito Médico, 

aunque no emita un informe formal y aunque sea perito de 

ocurrencia, declare sobre su opinión en cuanto a la negligencia del 

Quiropráctico, sobre la base del tratamiento que le brindó a la 

Demandante y su conocimiento del récord médico de ésta y su 

potencial estudio del expediente.  La etiqueta “de ocurrencia”, así 
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pues, no excluye este tipo de testimonio, y no se ha citado 

autoridad alguna en contrario.  Tampoco hay apoyo en el récord 

para la especulación de los demandados de que el Perito Médico 

aquí no declararía sobre su opinión en cuanto a la negligencia del 

Quiropráctico. 

Como señalamos arriba, la posible ausencia de un informe 

formal, la preparación particular del Perito Médico y su pertinencia 

a los hechos bajo análisis, y la base que use el Perito Médico en su 

día para emitir una opinión, si alguna, serían todos factores a 

sopesar por el juzgador de hechos al adjudicar valor probatorio a 

dicha prueba.  Dye-Tex, supra, 150 DPR a las págs. 663-64; SLG 

Font, supra, 179 DPR a la pág. 344.  Lo que no procedía era 

negarle a la Demandante la oportunidad de probar su caso 

mediante prueba que sería claramente pertinente y la cual, de ser 

creída y en ausencia de otra prueba, bien podría ser suficiente 

para probar su reclamación. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la 

Sentencia apelada y se devuelve el caso al Tribunal de Primera 

Instancia para la continuación de los procedimientos de forma 

compatible con lo aquí resuelto.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
                                               Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                                      Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


